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100 Años Jurisdicción Contencioso Administrativa

por medio de la cual se modificó el artículo 82 del 
CCA.2 

Las reformas del 2006 se resumen en los siguientes 
aspectos: De un lado, se definió que el objeto de 
la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo 
consiste en “… juzgar las controversias y litigios 
originados en la actividad de las entidades 
públicas…”, en lugar de “… juzgar las controversias 
y litigios administrativos…”, como disponía el 
artículo modificado. De otro lado, incluyó, en 
forma expresa, a las sociedades de economía 
mixta, siempre que el capital estatal sea superior 
al 50%. De esta manera, la Ley 1107 de 2006 
dispuso, con absoluta claridad, que la Jurisdicción 
de lo Contencioso Administrativo conoce de las 
controversias originadas en litigios donde sean 
parte las “entidades públicas”. Con este nuevo 
enfoque el criterio que definió quién es sujeto de 
control, fue el “orgánico”, no el “material”, es 
decir, ya no importaba determinar si una entidad 
ejerce o no función administrativa, sino si pertenece 
a la estructura del Estado. De esta manera, se 
simplificaron, en buena medida, los conflictos de 

2	 Prescribe esta norma, resaltando en negrillas los aspectos 
modificados, que: “Artículo 1. El artículo 82 del Código Contencioso 
Administrativo modificado por el artículo 30 de la Ley 446 de 1998, 
quedaría así:

	 “‘Artículo 82. Objeto de la Jurisdicción de lo Contencioso 
Administrativo. La Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo 
está instituida para juzgar las controversias y litigios originados 
en la actividad de las entidades públicas incluidas las sociedades 
de economía mixta con capital público superior al 50% y de las 
personas privadas que desempeñen funciones propias de los distintos 
órganos del Estado. Se ejerce por el Consejo de Estado, los tribunales 
administrativos y los juzgados administrativos de conformidad con la 
Constitución y la ley’.

	 “Esta jurisdicción podrá juzgar, inclusive, las controversias que se 
originen en actos políticos o de Gobierno’.

	 “La Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo no juzga las 
decisiones proferidas en juicios de policía regulados especialmente 
por la ley. Las decisiones jurisdiccionales adoptadas por las Salas 
Jurisdiccionales Disciplinarias del Consejo Superior de la Judicatura 
y de los Consejos Seccionales de la Judicatura, no tendrán control 
jurisdiccional’.  (Negrillas fuera de texto)

	 “Artículo 2. Derógase el artículo 30 de la Le y 446 de 1998 y las 
demás normas que le sean contrarias.

	 “Parágrafo. Sin perjuicio de lo previsto en el presente artículo, se 
mantiene la vigencia en materia de competencia, de las Leyes 142 
de 1994, 689 de 2001 y 712 de 2001.” (Negrillas fuera de texto)

jurisdicción, recurrentes entre la justicia ordinaria y 
la Contencioso Administrativa, que se reflejaron en 
mayor seguridad jurídica para las partes procesales, 
así como para la propia administración de justicia.

La otra modificación que introdujo la Ley 1107 fue 
que las sociedades de economía mixta, con capital 
público superior al 50%, también eran sujetos de 
esta jurisdicción. Esto significó, por lo menos, lo 
siguiente: Que las sociedades mixtas, con capital 
igual o inferior al 50%, tenían, como juez natural, 
al ordinario, sin importar el tipo de acción, acto, 
hecho o situación que diera lugar al proceso donde 
fueran parte.

El propósito del legislador fue dirimir la polémica 
surgida entre las altas Cortes, a propósito de la 
jurisdicción competente para conocer de algunas 
controversias, así como dilucidar, al interior del 
Consejo de Estado, sus propias dificultades para 
resolver los problemas de las Empresas de SPD, 
que sirvieron de base a la exposición de motivos 
del proyecto de ley, como también a todas las 
ponencias en cada uno de los debates.

El legislador adoptó una solución, clara y 
agresiva: La Ley 1107 de 2006 asignó, de 
manera fuerte e intensa, a la Jurisdicción de lo 
Contencioso Administrativo, la competencia para 
juzgar las controversias donde fueran parte las 
“entidades públicas”, sin importar la función que 
desempeñaran, toda vez que se pasó de considerar 
el “criterio material o funcional”, como factor 
de distribución de competencias, al “criterio 
orgánico”, donde lo determinante era la pertenencia 
a la estructura del Estado. A manera de síntesis, la 
estructura de competencias de la Jurisdicción de 
lo Contencioso Administrativo, en la Ley 1107 de 
2006, fue la siguiente: 

i) Conoce de las controversias y litigios 
precontractuales y contractuales en los que 
intervenga una entidad pública, sin importar su 
naturaleza, ni el régimen jurídico aplicable al 
contrato, ni el objeto del mismo.




